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			INTRODUCCIÓN


			El presente trabajo está orientado por la dogmática penal y a través del mismo se analizarán las diversas normas penales que representan la esencialidad de la responsabilidad penal y las razones jurídicas en que esta institución punitiva se sustenta, entendiendo por razón jurídica la causa de su origen, es decir, la fuente legal de culpabilidad que determine el nacimiento de la res­ponsabilidad.


			En particular el trabajo procura explicar cómo influ­ye la preterintención sobre la responsabilidad penal al materializarse esta en la sanción penal y cómo el tratamiento legal no es igual en los diversos sistemas que histórica­mente y dentro del Derecho Penal codificado regulan la materia de la preterintención y la muerte.


			Para tener una referencia normativa concreta se escogieron los códigos penales de Panamá, Colombia y Venezuela, tres Estados latinoamericanos históricamente vinculados por su origen, cultural y geográficamente avecinados. En dichos códigos se observó cómo el trata­miento de la preterintención y la muerte es diverso o diferencial, en conformidad con los procesos evolutivos de las doctrinas penales que se disputan las razones y las verdades en materia de preterintención.


			El análisis de las normas y de las posiciones doctrina­rias demostró que cada sistema penal se encuentra soste­nido en posiciones no reconciliables y que sus orien­taciones ahondan cada vez más el distanciamiento.


			En materia de exposición y de explicación del pensamiento penal de cada país se escogió únicamente a los especialistas que con mayor profundidad han estudia­do las normas penales en los correspondientes códigos, con el apoyo necesario de los tratadistas que universalmente han aportado ideas y doctrinas a la materia en discusión.


			Finalmente debe señalarse que, en cada caso, existen razones que en el universo de la relatividad de la verdad jurídica sirven de base racional a las normas penales vi­gentes; pero si bien estas razones permiten explicar la cuestión jurídica de las normas concretas, ninguna de ellas llega a explicar el por qué de las diversidades en ca­da sistema penal. Aparentemente, en consecuencia, cada quien tiene su razón y sin embargo cada sistema penal de­nuncia un vacío, un espacio de conocimiento confuso que no termina de llenarse, que no se agota con las explicaciones que se han dado, bien sea en torno al tipo penal, bien al condicionamiento doctrinario, o bien sea con base al eclecticismo jurídico generador de entendimien­tos generalmente beneficiosos y positivos.


			Con esta inquietud, frente a ese hecho último termina este trabajo de análisis comparativo de las normas penales sobre tan interesante tema. Se han explicado muchas verdades, pero no se sabe si en esta materia pudiera haber una verdad que haga común una razón que hasta ahora es diversa.
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			Capítulo I


			RESPONSABILIDAD PENAL


			1. Definición


			La responsabilidad penal debe ser entendida como la consecuencia última del hecho delictivo, en el sentido de ser la respuesta final impuesta por el Estado, con fundamento en la cual se considera al autor del delito como merecedor definitivo de la sanción prevista en el tipo penal correspondiente.


			Jiménez de Asúa1 en su definició1n objetivo-descriptiva de derecho penal menciona y considera la responsabilidad penal como una de las cuestiones fundamentales de este derecho regulador del poder sancionador y preven­tivo del Estado. La definición que este autor da del dere­cho penal es la siguiente: “Conjunto de normas y disposiciones jurídicas que regulan el ejercicio del poder sancionador y preventivo del Estado, estableciendo el concepto de delito como presupuesto de la acción esta­tal, así como la responsabilidad del sujeto activo y aso­ciando a la infracción de la norma una pena finalista o una medida aseguradora”.


			Como se observa, la responsabilidad penal está pre­sente en la misma substancia o base del derecho penal.


			La definición de responsabilidad penal desde este punto de vista funcional o utilitario se encuentra referida al hecho concreto de la comisión del delito y a la asigna­ción de este a un sujeto capaz penalmente, al cual se le haya comprobado la autoría legítima del hecho, es decir la autoría intencional o culposa del delito.


			La palabra “responsabilidad”, desde el punto de vista gramatical tiene un significado que la vincula, conforme a la Real Academia de la Lengua Española, con el universo del delito, toda vez que en el diccionario de esta lengua se la considera como “Deuda, obligación de reparar y satis­facer, por sí o por otro, a consecuencia de delito, de culpa o de otra causa legal”2. Sin embargo, en el ámbito jurídico se le da un sentido más amplio y resulta curioso que en la fuente más general se encuentre una significación más específica en relación con lo penal, mientras que en la fuente más especial se halla una significación más amplia y vinculante con el mundo del derecho en general. En este sentido se ve cómo Couture3, desde el punto de vista jurídico, la define como aquella “situación jurídica deriva­da de una acción u omisión ilícita, que consiste en el deber de reparar el daño causado”.


			Desde el punto de vista etimológico, este autor4 re­fiere su procedencia a la lengua latina arcaica, en la que su fuente primigenia es el término spendo, que significa, religiosa­mente, “hacer una libación”. En el lenguaje jurídico latino poste­rior se encuentra el verbo respondeo-ere, que significaba “res­ponder, contestar”, de cuyo participio pretérito sustantivo provienen las palabras responsable y responsabilidad.


			Como puede observarse, en las acepciones indica­das se encuentra un sentido constante, el cual, en último término, es el de dar satisfacción a algo, bien sea un delito, un hecho ilícito o una causa legal de otra natu­raleza.


			Pérez-Llantada5 precisa más este significado lato de la palabra responsabilidad, señalando que es “[...] tener que dar cuenta de algo a alguien, constituido en autoridad”, es decir que señala ante qué sujeto debe responder el infractor, debiendo ser aquel un funcionario dotado de poder y con fundamento de la ley6.


			Ahora bien, desde el punto de vista concretamente penal, la noción de responsabilidad aparece referida a la existencia real y concreta del delito. Esto significa que se debe precisar su definición desde el punto de vista de esta especialidad del derecho.


			Jiménez de Asúa7, siguiendo a Frías Caballero mantie­ne, en principio, el criterio de que la responsabilidad es, desde esta especificidad penal, una consecuencia del he­cho delictivo que vincula a este con la sanción corres­pondiente señalada en el tipo8. Sin embargo, en la definición que él da de responsabilidad penal amplía su significación, vinculando su carácter consecuencial con los demás factores o elementos del delito.


			Con base en lo anterior, Jiménez de Asúa9 define a la responsabilidad penal como “[...] la consecuencia de la causalidad material del resultado, de la injusticia del acto (noción valorativa objetiva), del reproche de culpabili­dad (noción normativa subjetiva) y de la punibilidad de la acción u omisión típicamente descrita en la ley”.


			En la literatura penal venezolana la cuestión de la responsabilidad penal ha sido tratada particularmente por Mendoza Troconis10, para quien la responsabilidad penal está referida a las consecuencias del delito.


			Considera este autor que, como tal, la responsabili­dad penal viene a ser, simplemente, “la sujeción a la sanción y a la coacción”11, es decir, la imposición final de la pena establecida por la norma punitiva concreta.


			Mendoza12 distingue la responsabilidad penal deri­vada del delito de la responsabilidad civil que tiene su origen en el mismo hecho punible, señalando que aque­lla significa que “[...] el sujeto debe sufrir la pena por el acto ejecutado, que se le ha imputado y del cual se le ha declarado culpable [...]”, mientras que la segunda queda reservada a la obligación que tiene ese sujeto de indemnizar el daño causado por el delito.


			Como se observa, la responsabilidad penal es y re­presenta la noción jurídica de responder que correspon­de al sujeto penal capaz y declarado culpable con la sanción penal que imponga la ley por el delito cometido o como consecuencia de este.


			Con base en todo lo expuesto puede definirse a la responsabilidad penal como la consecuencia jurídica derivada del hecho punible que obliga al sujeto capaz declarado culpable a cumplir la sanción penal que le imponga la autoridad competente del Estado por la comisión de un delito.


			La responsabilidad vista así implica que se haya cometido un hecho punible, que el sujeto activo del mismo sea imputable y que la autoría sea legítima.


			2. Delito y responsabilidad penal


			La responsabilidad penal y el delito deben ser comprendidos como una unidad interdependiente, en el sentido de concebir a la primera como una consecuencia del hecho punitivo. Vale decir que, al darse un hecho punible, indefectiblemente nace la responsabilidad penal para su autor legítimo.


			Esta afirmación concuerda con la definición de responsabilidad penal conforme a la cual esta es una consecuencia jurídica del delito, lo cual lleva a afirmar que la unidad de interdependencia entre ambas categorías jurídicas es de carácter absoluto. No puede haber noción de delito sin noción de responsabilidad penal, ni noción de responsabilidad penal sin noción de delito.


			De acuerdo con el criterio de Jescheck13, la teoría general del delito intenta aprehender la acción punible como un todo en el que se conjuguen las categorías de tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad. Con ello quiere decir este autor que el esfuerzo fundamental de la teoría del delito está centrado no solo en estudiar los elementos comunes de todo hecho punible, sino también en producir un conocimiento conforme al cual en la aprehensión de la acción punible esas categorías funda­mentales de todo hecho punible se puedan apreciar co­mo una unidad armónica y total.


			Aclara este autor que, al hablarse de ac­ción en los términos de la teoría general del delito, este concepto abarca, evidentemente, a la omisión14. Esta aclaratoria aparentemente simple resulta de gran interés, puesto que la acción penal significa conducta punible, conducta de un sujeto, y esto no es más que un hacer, que puede expresarse positivamente, haciendo, o negati­vamente, no haciendo.


			Como puede observarse, en esta materia concreta se requiere configurar una estricta definición del delito para poder comprender cómo debe concebirse la rela­ción absoluta que existe entre delito y responsabilidad penal.


			Conforme con Jescheck15, las categorías punibles de todo hecho punible son la tipicidad, la antijuridicidad y la culpabilidad, siendo tales categorías las denominadas por los diversos autores como elementos o caracteres básicos del delito, por ser ellos los presupuestos jurídicos generadores de la condición de punibilidad.


			Jiménez de Asúa16 considera que los presupuestos ju­rídicos fundamentales o categorías fundamentales no son solo las tres mencionadas anteriormente, sino que incluye también la imputabilidad y el sometimiento a la sanción penal. Además incorpora a su definición la circunstancia de que la acción o acto esté sometido “a veces” a condiciones objetivas de penalidad. Su definición de delito es la siguiente: ‘‘Acto típicamente antijurídico, cul­pable, sometido a veces a condiciones objetivas de punibilidad, imputable a un hombre y sometido a una sanción penal”.


			En la misma obra citada, sin embargo, este autor aclara que los requisitos esenciales son tres: la tipicidad, la antijuridicidad y la culpabilidad17.


			En Venezuela, Grisanti Aveledo18 se aproxima a la definición amplia de Jiménez de Asúa al considerar al deli­to como el “[...] acto típicamente antijurídico, culpable e imputable a un hombre y castigado con una pena [...]” al igual que lo hizo Mendoza Troconis19, quien, al aceptar la definición del jurista español, aclara, al lado de este tratadista, que los caracteres básicos son la tipicidad, la antijuridicidad y la culpabilidad.


			Es significativa también la posición sostenida por Arteaga Sánchez20 en Venezuela, quien, siguiendo a Antolisei se adhiere a la corriente que considera que los caracteres básicos son la tipicidad y la culpabilidad, al estimar a la antijuridicidad como la esencia misma del delito.


			Como puede observarse, en la teoría general del delito intervienen diversas posiciones o corrientes de pensamiento que tratan de definir al delito con mayor o menor amplitud21. Sin embargo, en esencia coinciden que el delito es una acción descrita por la ley penal, pues en las diversas posiciones el carácter típico es coin­cidente; esta acción típica debe atribuirse a un sujeto, el cual la debe haber realizado de manera culpable.


			Jiménez de Asúa22 y sus seguidores mencionados con­sideran que la amenaza penal es un elemento diferenciador del delito de las demás figuras jurídicas que se pueden calificar en el ámbito de los actos ilícitos y que no es, en consecuencia, un elemento fundamental del delito. Tal posición es absolutamente válida si se sigue la orien­tación teórica de Jescheck; sin embargo, como quiera que una definición rigurosa debe exponer con claridad y exac­titud los caracteres genéricos y diferenciales de la cosa material o inmaterial objeto de la proposición definitoria, la amenaza penal no puede excluirse en una defini­ción del delito, por ser esta propuesta sancionatoria la fórmula diferenciadora del hecho punible de los demás ilícitos jurídicos.


			Tal posición propuesta coincide con la noción elemental del delito propuesta por Soler23, conforme a la cual el delito no es más que aquella acción que llena las condiciones legales que la transforman en una acción punible24.


			Mesa Velásquez25 sí mantiene una definición que in­cluye la amenaza penal, al considerar que la definición técnica o jurídica del delito debe concebirlo como “[...] una acción típica, antijurídica, imputable, culpable y punible”, aunque aclara que la culpabilidad debe entender­se como la consecuencia del delito.


			Desde el punto de vista de la teoría general del delito o de la dogmática, Reyes Echandía26 también incluye en su definición a la amenaza penal, al expresar que “En el plano dogmático-jurídico es delito la conducta típica, antijurídica y culpable para la cual el legislador ha previs­to una sanción penal”, coincidiendo con la definición de Manzini27 en lo tocante a la indicación de la pena en la definición del delito, puesto que este último autor considera al hecho punible o delito, desde el punto de vista técnico formal, como la conducta violatoria de un precepto jurídico señalada con una pena.


			Con base en los diversos criterios anotados el delito debe ser concebido como una acción típica, antijurídica, culpable y sujeta a una pena.


			La sujeción a una pena implica, más que una conse­cuencia, la categoría diferenciadora de la norma penal, puesto que la consecuencia viene a estar representada por la responsabilidad penal derivada del hecho punible.


			Como puede observarse, delito y responsabilidad penal, desde este punto de vista, están indisolublemente relacionados, pudiendo afirmarse que en los sistemas pe­nales contemporáneos que se han desarrollado a partir del movimiento codificador europeo-continental del si­glo xix, salvando las diferencias de escuelas o doctrinas fundamentadoras de las características diferenciales de cada ley penal en particular, esta relación representa una propiedad universal del sistema penal.


			La responsabilidad penal es, en consecuencia, el pro­ducto final de la conducta delictiva o del delito que re­presenta, en última instancia, la relación jurídica de naturaleza penal que surge del proceso de inculpación derivada del hecho punible.


			3. Responsabilidad penal y dolo


			La responsabilidad penal y el delito tienen su princi­pal fuente de relación en la categoría culpabilidad, y den­tro de esta relación guarda especial importancia la manera como esta categoría o elemento del delito llega a determi­nar la naturaleza de la acción o del hecho punible.


			Se afirmó en párrafos anteriores que para que un sujeto pue­da ser calificado como responsable de determinado deli­to debe ser el autor legítimo del mismo, bien en su condición de responsable intencional o de responsable culposo.


			En la literatura penal el actuar intencional se califica como actuar doloso, por ser la palabra “dolo” la expre­sión técnica aceptada universalmente por la teoría gene­ré del derecho penal para denominar a esta forma de la culpabilidad.


			En consecuencia, el sujeto activo de un hecho puni­ble, cuando comete un delito dolosamente, se dice que es responsable del mismo a título de dolo, por ser esta forma la que califica tanto al delito como a la responsabi­lidad del delincuente.


			El dolo es una manifestación de voluntad dirigida conscientemente a un fin concreto y específico, típico, antijurídico y punible.


			Rashkovskaia28; al referirse a esta categoría, la en­tiende como el contenido psicológico del delito, consi­dera que únicamente puede haber responsabilidad penal cuando existe comprobadamente la culpabilidad del su­jeto, esto es, cuando el sujeto haya obrado dolosa o cul­posamente.


			Este principio de relación entre conducta punible y las consecuencias punitivas derivadas de la acción, es decir, entre delito y responsabilidad penal, solo se hace posible cuando se concreta el juicio de culpabilidad.


			En materia específica de dolo, Arteaga Sánchez29 afir­ma que esta forma de la culpabilidad es la manifestación más acabada en que se hace presente la relación psíquica o nexo psicológico entre el autor y el hecho. Citando a Bettiol expresa que el dolo es “[...] la forma de realiza­ción normal del hecho, en el sentido de que todos los delitos pueden ser dolosos”30.


			Esta afirmación del autor italiano solo es admisible si las posibilidades del tipo penal lo permiten, puesto que la presunción de dolo, como lo ha afirmado su compatriota Chiossone31, no puede afirmarse como absoluta, siendo únicamente posible la presunción de voluntariedad, lo cual conduce a afirmar que la base de sustentación de la conducta relevante penalmente está represen­tada en la voluntariedad; de consiguiente, puede estimar­se esta conducta como dolosa o culposa, de acuerdo con las exigencias del tipo.


			La normalidad expresada por Bettiol en esta mate­ria debe aceptarse solo a condición de que quiera signifi­car que el dolo es la forma de realización más común del hecho, y en este mismo la percibe Arteaga Sánchez.


			El dolo como forma juridicopenal de calificación de la conducta debe entenderse formalmente como “[...] la producción de un resultado típicamente antijurídico (o la omisión de una acción esperada), con conocimiento de las circunstancias de hecho que se adjuntan al tipo y del curso esencial de la relación de causalidad existente entre la manifestación de voluntad y el cambio en el mundo exterior (o de su mutación) con consecuencia de que se quebranta un deber, con voluntad de realizar el acto (u omitir la acción debida) y con representación del resultado (o de la consecuencia del no hacer) que se quiere o consiente”32.


			Esta definición de Jiménez de Asúa, poco técnica, co­mo él mismo lo reconoce33, recoge con gran ampli­tud visual, lo que es el dolo penal y su significativa función’ como fuente generadora de la responsabilidad penal dolosa.


			Vista la situación en estos términos, puede aceptarse como definición de dolo la propuesta por De Miguel34, conforme a la cual el dolo es la “[...] voluntad o intención con que se realiza un acto, cuyo resultado sancionable nos hemos representado”.


			Esta definición considera las expresiones “volun­tad” e “intención” como sinónimas, equiparación que puede aceptarse sobre la base de que en la definición el autor prevé la existencia de representación del resulta­do sancionable que se ha procurado el agente al realizar el acto punible, con lo cual está dando a entender que la voluntad dolosa es la determinación consciente de realizar el delito o hecho antijurídico típico y punible, en función de que se produzca un resultado particularmente querido.


			Con base en lo anteriormente planteado, en toda conducta dolosa deben obrar un conocimiento y una representación de los hechos. Tal conocimiento y repre­sentación son la base consciente de la conducta delictiva, que en la doctrina se conoce con la denominación de “elemento intelectual del dolo”35.


			También doctrinariamente ha sido analizado otro elemento en el dolo, el cual se denomina afectivo, voliti­vo o emocional, cuya existencia es comprobable por la coincidencia o no, material y valorativa, de la conducta delictiva y el resultado producido por ella. Esta compro­bación viene a ser la respuesta concreta a la pregunta formulada por la doctrina: “¿Cuándo puede decirse que un determinado hecho o resultado externo se considera querido por el agente [...]?”36.


			Este elemento emocional se comprueba por la ac­ción material del sujeto, por la dirección que siga esa acción o conducta en el acontecer delictivo y por el resultado que se produzca. En este sentido, es significati­va la explicación que de este punto hace Mayer37, quien sostiene que el aspecto volitivo del dolo equivale, sim­plemente, a la voluntad consciente y que se manifiesta materialmente a través del “[...] movimiento corpóreo [...] como acto externo de voluntad, que provoca un resulta­do específico”.


			Mayer38 considera de manera concreta que para comprender el dolo deben estimarse en la conducta delictiva dos momentos: uno psíquico, que equivaldría a la toma de decisión de actuar delictivamente y otro material que se corresponde con el acto en sí, con el denominado por él como “movimiento corpóreo”. Este último debe ser la respuesta a la decisión, tomada por el agente, de obrar delictivamente.


			Lo considerado por este autor como momento de exteriorización de la voluntad consciente de delinquir es, para los efectos de este trabajo, un aspecto sumamen­te importante, en virtud de ser la base material para com­probar la responsabilidad penal de naturaleza dolosa, derivada de hecho punible específico.


			Como se observa, la relación entre responsabilidad penal y dolo se deriva de una acción humana de naturale­za intencional, que haya provocado un resultado típica­mente punible, por el cual deba responder el agente conforme con las previsiones de la norma penal corres­pondiente.


			4. Responsabilidad penal y culpa


			Se afirmó anteriormente que al producirse un hecho punible nace la responsabilidad penal para su autor legíti­mo. Cuando la legitimidad de la autoría proviene de una acción intencional, la responsabilidad penal es de naturale­za dolosa; pero cuando el agente es capaz desde el punto de vista psicológico, es decir, que no es inimputable por deficiencias psíquicas y sin embargo ha producido, con su obrar, un resultado típicamente antijurídico y punible no querido por él, no provocado dolosamente, hay que considerar la relación que nace entre la responsabilidad penal y la fuente de legitimación de la autoría desde otro punto de vista, conforme al cual la relación proviene de otra forma de expresarse la culpabilidad, conocida univer­salmente con la denominación de “culpa penal”.


			En el dolo existe una relación entre intención o voluntad dirigida a un fin y un resultado punible.


			En la culpa la relación intencional no existe, no hay una conducta dirigida a un determinado fin o resultado punible. Hay una conducta voluntaria pero sin predeter­minación de un resultado punible. Sin embargo, ese re­sultado punible puede generar una responsabilidad penal si se ajusta a la normativa que sanciona la conducta den­tro del orden de los principios básicos del derecho penal de origen liberal39.


			El tratadista español Puig Peña40, al iniciar el estudio de la culpa penal, considera que en términos generales, lo que caracteriza a la culpabilidad de origen culposo es la “[...] ausencia de malicia como nota negativa [...]”. Señala también que al lado de esta característica general, de indiscutible absolutoriedad, la culpa penal debe provenir esencialmente de la “[...] omisión de aquella diligencia necesaria para evitar las consecuencias previsibles del hecho propio”, la cual viene a representar la nota positiva de esta forma de culpabilidad41.


			El origen romano de la responsabilidad por culpa proviene del obrar negligente en la observación de las leyes42, en el que no existe ninguna intencionalidad en la violación de las normas.


			Tanto en la afirmación tecnicojurídica de Puig Peña como en la referencia histórica de Pérez-Llantada se apre­cia, al igual que en las demás posiciones que se estudien, que en el obrar culposo puede haber una falta de previ­sión o una negligencia, pero no la malicia o maldad, ca­racterística del obrar penalmente intencionado43.


			Desde el punto de vista de la teoría del derecho penal la responsabilidad penal por culpa proviene de la comisión de los delitos culposos, siendo estos los co­metidos por el agente, en los que el acto voluntario, más no intencional, contiene un coeficiente culposo, con­sistente en la imprudencia, la negligencia, la impericia o la inobservancia de normas de comportamiento de obligatorio cumplimiento jurídicos44.


			Ahora bien, este coeficiente culposo del que hace mención Mendoza Troconis, caracterizador de los delitos culposos desde una perspectiva formal objetiva, no satis­face una noción abstracta y jurídica de los delitos culpo­sos, solamente sirve para explicarlos descriptivamente45; es decir, para describirlos formalmente.


			Para llegar a una aproximación primera, orientada hacia una definición del delito culposo, deben explicarse los que se pudieran denominar “factores sustanciales” de este tipo de delito, los cuales son señalados por Men­doza Troconis como elemento subjetivo de voluntarie­dad y como coeficiente culposo y que este autor no los llegó a explicar.


			El denominado “elemento subjetivo de la culpa” está representado por la ausencia de malicia, ya des­tacada por Puig Peña al inicio del desarrollo de este tema y que comporta lo que Arteaga Sánchez46 califica como “involuntariedad del hecho” o del resultado; lo cual, conforme a este mismo autor, no significa ausen­cia de voluntad en la conducta. En el delito culposo hay una conducta voluntaria sin propósito antijurídico definido.


			Con base en lo anterior, debe entenderse por ele­mento subjetivo de la culpa a la voluntad sin propósitos delictivos en la conducta del agente.


			Tal precisión sobre el elemento subjetivo representa lo que Puig Peña considera como la nota o punto de re­ferencia negativo en su consideración sobre la noción de culpa penal.


			El denominado “coeficiente culposo”, conforme a Mendoza Troconis47 está representado por los llamados “elementos configuradores de la conducta culposa y hu­mana” y que universalmente se califican como impru­dencia, negligencia, impericia e inobservancia de normas o reglas jurídicas48.


			Ahora bien, si por coeficiente culposo se entiende a las circunstancias caracterizadoras de la conducta penal­mente culposa, representadas bajo cualquiera de sus de­nominaciones y se observa que las mismas no constituyen más que un obrar particularmente omisivo o falto de cuidado, se puede considerar que el coeficiente culposo viene a estar representado, en última instancia, por ese obrar sin cuidado con el que el individuo actúa volunta­riamente y que causa daños a determinados bienes parti­cularmente protegidos por el derecho penal49.


			Las circunstancias que configuran el coeficiente culposo y que constituyen el obrar omisivo de cuidado han permitido que autores como Reyes Echandía50 de­finan la culpa penal como la conducta voluntaria “[...] que determina la verificación de un hecho típico y antijurídi­co por omisión del deber de cuidado exigible al agente de acuerdo con sus condiciones personales y las circunstancias en que actuó”.


			Este autor explica su definición señalando que “[...] la culpa supone, entonces, un comportamiento voluntario que se orienta conscientemente hacia una finalidad de­terminada; solo que esta finalidad [...] o constituye una meta penalmente indiferente [...] o configura un hecho antijurídico en cuyo desarrollo emergió la culpa [...]”51.


			De lo expuesto se pueden extraer las siguientes conclusiones particulares:


			a) Que la conducta penalmente culposa es una conducta voluntaria52.


			b) Que el evento o hecho no es querido por el agente, es decir, que el resultado dañoso no es producto de una acción dirigida a tal fin53.


			c) Que el coeficiente culposo es producto del obrar omisivo del deber de cuidado con el que se ha debido desenvolver el agente para no producir el resultado da­ñoso de carácter delictivo54.


			Aclaradas las anteriores cuestiones, el delito culposo representa dentro del derecho penal aquel modo de ac­ción típica, antijurídica, producto de un obrar omisivo del deber de cuidado y sujeta a una pena.


			Soler55 al solidarizarse con la posición de Filippo Grispigni, conforme a la cual el criterio de previsibilidad56 no es más que un criterio objetivo utilizable solo para imputar el hecho culposo, considera que las acciones culposas necesitan una razón de justicia que valide la aplicación de las penas a tales acciones delictivas. Esta necesidad invocada por Soler es de trascendental importancia para el sistema penal, pues la misma es la base sobre la que se sostiene la relación entre la responsabilidad y la culpa penales.


			La denominada “razón de justicia” invocada por Soler, debe fundarse en la obligación jurídica que incumbe a todo ciudadano de obrar con la diligencia y el cuidado requeridos por el derecho penal para no ocasionar daños a los bienes protegidos por este a través de determinadas normas creadoras de delitos.


			Como se observa, se sanciona únicamente aquellas conductas contrarias a un determinado deber de actuar diligentemente57.


			Se trata, como lo expresa Quintano Ripollés58, de fun­damentar la responsabilidad penal de los delitos culposos en sus postulados verdaderamente esenciales, como son la tipicidad y la antijuridicidad, que al concurrir con esta forma o especie de culpabilidad, la culpa, hacen legítimo responsable del resultado sancionable al autor del hecho.


			De acuerdo con lo anterior, el obrar exigido por la norma tipificante de un delito culposo debe estar orien­tado hacia la evitabilidad de un daño determinado, y es allí donde radica la esencia de la culpa penal: en esa exigencia juridicopenal que dialécticamente obligue al hombre a cumplir con el denominado genéricamente “deber de evitar” aquellos daños determinados por la ley penal.


			Esta posición llevó a Binding59 a formular una de­finición formal de culpa, conforme la cual esta es “[...] el querer no doloso de una acción antijurídica evitable”.


			Al comentar esta definición, Quintano Ripollés60 in­dica que en ella Binding no hace mención del deber, porque en su sistemática “[...] lo antijurídico es lo contra­rio al deber determinado”.


			Finalmente, considera Quintano61 que dentro de es­ta línea se puede definir al delito culposo como aquellas “acciones y omisiones voluntarias no maliciosas penadas por la ley y perpetradas sin malicia, pero sin la debida diligencia”.


			Como bien se puede apreciar, la relación entre la respon­sabilidad penal y la culpa penal, el resultado de la perpetra­ción de un hecho punible en el que no existe dolo o intención de producir el resultado antijurídico, sino el incumplimiento del deber de diligencia en el comporta­miento, que hubiera evitado o impedido la producción de daño prohibido por la norma penal en el substrato de la descripción típica.


			5. Responsabilidad penal y preterintención


			La responsabilidad penal y la preterintención vienen a representar la tercera forma de relación de la conducta punible, observada desde la perspectiva dogmática, a tra­vés de las diversas categorías que la constituyen. En este sentido, la preterintención es una excepcional forma que asume la culpabilidad en algunas leyes penales tipificadoras de delitos preter o ultraintencionales, es decir, de delitos en los que el resultado alcanzado a través de la acción penal correspondiente es más grave que el resulta­do querido por el agente.


			Las leyes penales que regulan estos delitos tratan la cuestión, bien atenuando las correspondientes penas, o bien creando tipos especialmente sancionables62.


			Desde el punto de vista de las normas que funcionan como atenuadoras o generadoras de disminuciones de las penas que corresponden a los delitos preterintencionales, por ser el mal causado de mayor gravedad que el que se había propuesto el agente (arts. 66, num. 2 del Código Penal de Panamá, y 74, segunda regla del Código Penal de Venezuela), la relación entre la resposabilidad penal y la preterintención debe considerarse como una relación propia entre responsabilidad penal y delito doloso atenuado. Tal criterio se sostiene en la propia naturaleza de la acción punible, la cual, en materia de delito preterintencional, es reputada como intencio­nal o dolosa63.


			Cuando la ley penal crea como forma específica de culpabilidad la preterintención, la relación entre esta y la responsabilidad penal debe considerarse como una relación particular entre esta categoría del delito (culpa­bilidad por preterintención) y la correspondiente res­ponsabilidad. En estos casos la forma específica de culpabilidad califica al delito con su naturaleza, y por tanto debe considerarse al delito y a la responsabilidad como preterintencionales64.


			La preterintención, sin embargo, ha sido estudiada asiduamente por la teoría general del delito, y en tal sentido es importante analizar algunas cuestiones de inte­rés doctrinario que tienen relevancia para este trabajo.


			La culpabilidad preterintencional proviene del exce­so de resultado, cuando a este se le valora en relación con la intención o con el referente psíquico de la acción penal65.


			Como se observa, a diferencia del delito doloso, en el que el resultado dañoso es coincidente con el pro­pósito del agente, en este delito no existe tal coincidencia entre propósito y resultado, por haberse producido un efecto dañoso superior o más grave, es decir excesivo en relación con el propósito o praeter intentionem.


			Ruiz66 considera que para que un delito se pueda estimar como preterintencional, deben concurrir los siguientes elementos: “a) una conducta activa u omisiva, b) un resultado doloso [...], c) un resultado mayor respecto al querido y representado y d) un nexo de causalidad entre la conducta, el resultado medio y el resultado final no querido ni representado por el agente”67.


			Jiménez de Asúa68 estima que este delito es preter o ultraintencional debido al concreto hecho de concurrir en él el dolo y la culpa, posición que suscribe este autor por considerar que el intérprete de la norma lo es de lege lata y no de lege ferenda. Su criterio no acepta la existencia normal de una categoría delictiva en la que la preterintención sea la fuente de la responsabilidad penal, pues considera que el delito preterintencional es produc­to de un anómalo concepto69.


			Tal anomalía prevista por dicho autor, antes que cierta es falsa. La preterintencionalidad no es producto meramente conceptual, sino que es una derivación teóri­ca de determinadas formas de la conducta típica y puni­ble, que se diferencia de las fórmulas dolosas y culposas por ser forma mucho más compleja de la culpabilidad70.


			La derivación teórica es un esfuerzo intelectual que pretende explicar racional y técnicamente el substratum de esta forma compleja que asume la culpabilidad, con base en la diversidad de normas penales o de tipos espe­ciales o específicos.


			El tratamiento de la preterintención está claro en su base doctrinaria, derivándose la diversidad de posicio­nes de la caracterización que se observa en las normas.


			El principio generador de la preterintencionalidad es el del exceso notorio que existe entre la conducta delictiva de naturaleza intencional y el resultado que de la misma se deriva.


			Históricamente se han dado diversas tesis para ex­plicar lo que se ha denominado la “naturaleza jurídi­ca” de la preterintención, pero se ha descuidado su definición.


			Autores como Jiménez de Asúa, Soler71 y Pérez72 han desarrollado el proceso de la discusión sobre el tema, y consideran que existen las siguientes corrientes prin­cipales:


			1) La que estima al delito como producto de una mixtura de dolo y culpa.


			2) La que lo aprecia como delito culposo.


			3) La que lo considera como delito doloso.


			4) La que lo ubica dentro del delito calificado por el resultado.


			En la primera corriente suele ubicarse a Carrara, quien, a pesar de considerarlo dentro de la clasificación de los delitos dolosos, lo estimaba como generado por una acción cuya fórmula era la de “[...] culpa mezclada de dolo”73.


			A esta corriente se han plegado con variaciones de términos Mendoza Troconis y Febres Cordero en Venezue­la, Peco y Jiménez de Asúa en Argentina, Luis Carlos Pérez y Alfonso Reyes Echandía en Colombia, Finzi en Italia, Evelio Tabío en Cuba, y la mayoría de los autores de la cul­tura latina74.


			En la segunda corriente se encuentra Vannini75, quien lo estima como delito culposo, cuyo origen proviene de una conducta inicialmente dolosa.


			La posición de Vannini no es aceptada por la doctri­na por ser el proceso delictivo de origen doloso, que se realiza o ejecuta dolosamente.


			La tercera corriente sigue la afirmación inicial de Carra-ra, aunque se limita a expresar que el resultado es producto del dolo “indirecto”, confórme a E. Florian; del dolo “indeterminado”, de acuerdo con F. Alimena, y del dolo “eventual” conforme a Eusebio Gómez. Todos ellos ven la calificación del dolo (indirecto, indetermina­do o eventual) en el resultado y no en la acción, la cual es de dolo directo o determinado.


			Pérez76, al criticar la posición de estos autores, estima que es un contrasentido o absurdo el pensar en la coexistencia de dos clases de dolo en una misma conducta intencional.


			La última o cuarta corriente lo considera como deli­to calificado por el resultado. Los que militan en ella, seguidores, según Jiménez de Asúa77, de la técnica alema­na, estiman que el delito se define por la responsabilidad objetiva antes que por el principio de culpabilidad de naturaleza subjetiva. Esta corriente toma su fundamentación en las mismas normas que consideran a la conducta punible con base, principalmente, en el resultado daño­so, si se tiene en cuenta que el agente, subjetivamente, en realidad deseaba un resultado distinto.
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